30 de setiembre de 2021


Licda. Angie Calderón Chaves
Coordinadora a.i
Unidad de Acceso a la Justicia
S.O

Estimada Señora:

En atención al correo recibido el 20 de setiembre de 2021, en el que se pone en conocimiento el oficio No. CACC-755-2021, se procede a informarle lo siguiente:  

I. Persona Coordinadora de la Subcomisión, cargo que ocupa y desde cuando se desempeña como persona coordinadora.
La persona coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia, es la jubilada y magistrada suplente MSc. Deyanira Martínez Bolívar, quien fuera nombrada en sesión de Corte Plena N° 50-2020 celebrada el 07 de setiembre de 2020, en artículo XXII y aunque no se indica en dicha acta, debe entenderse que la designación es por dos años, conforme lo dispone el Reglamento general de Comisiones del Poder Judicial.

II. Lista de personas Integrantes de la Subcomisión, indicar institución a la que pertenecen. 

INTEGRANTES SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS ADULTAS MAYORES 
	Nombre 
	Despacho 

	
	

	Deyanira Martínez Bolívar, Magistrada, Coordinadora 
	Magistrada Suplente 

	
	

	Cindy Campos Coto 
	Jueza, Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, Escazú 

	
	

	Mayela Pérez Delgado 
	Ministerio Público 

	
	

	Ericka Chavarría Astorga 
	Contraloría de Servicios 

	
	

	Karla Vanessa Sancho 
	OIJ 

	
	

	Gabriel Quirós Calderón 
	OIJ-SAPSO 

	
	

	Melissa Benavides Víquez 
Angie Calderón Chaves 
	Unidad de Acceso a la Justicia 

	
	

	
	

	Mileidy García Solano 
	Servicios de Salud

	
	

	Rodolfo Brenes Blanco, 
	Defensa Pública 

	
	

	Ruth Bermúdez Molina, 
	Gestión Humana 

	
	

	
	

	Lupita Chaves Cervantes  
	Ex integrante Consejo Superior-Jubilada 

	
	

	Rebeca Ramírez Corrales 
	Colegio de Psicólogos  

	
	

	Yolanda Mora Artavia 
	Jubilada, Representante Colegio de Abogados

	
	

	Leida Hernández Gutiérrez 
	CCSS 

	Flor Murillo Rodríguez y
Mauren Arias Gutiérrez
	Ministerio de Salud

	Andrea Dotta Brenes
	Asociación Gerontológica costarricense
AGECO




III. Periodicidad de las sesiones.
Normalmente las sesiones se realizan cada dos meses.

IV.           Acta de sesión celebrada en agosto de 2021.
	Se adjunta archivo con la sesión celebrada en el tercer trimestre:



Sin otro particular se suscribe atentamente;


MSc. Deyanira Martínez Bolívar
Magistrada Suplente, Coordinadora 
Subcomisión de Acceso a la Justicia Personas Adultas Mayores
Poder Judicial
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_______________________________________________________________

ACTA O5-SAJPAM-2021

Sesión Virtual Ordinaria - Plataforma Microsoft Teams

Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Mayores

Miércoles 18 de agosto de 2021, II Audiencia

_______________________________________________________________



Al ser las horas catorce horas y tres minutos del miércoles dieciocho da inicio la sesión virtual ordinaria de agosto de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores, con las siguientes personas participantes:

		Nombre

		Presente

		Ausente



		Mag. Deyanira Martínez Bolívar, Coordinadora

		X

		



		Sra. Cindy Campos Coto

		X

		



		Sra. Mayela Pérez Delgado

		X

		



		Sra. Ericka Chavarría Astorga

		X

		



		Sra. Karla Vanessa Sancho Vargas

		X

		



		Sr. Gabriel Quirós Calderón

		

		Con justificación



		Sra. Melissa Benavides Víquez

Sra. Nora Lía Mora Lizano

		

X

		



		Sra. Andrea Dotta Brenes

		X

		



		Sra. Mileidy García Solano

		X

		



		Sr. Rodolfo Brenes Blanco

		X

		



		Sra. Ruth Bermúdez Molina

		X

		



		Sra. Mauren Arias Gutiérrez

Sra. Flor Murillo Rodríguez

		

X

		



		Sra. Lupita Chaves Cervantes 

		

		X



		Sra. Rebeca Ramírez Corrales

		X

		



		Sra. Yolanda Mora Artavia

		

		X



		Sra. Leida Hernández Gutiérrez

		

		X



		Sra. Rebeca Ferrero Villa

		X

		









ARTÍCULO I 

Tema: Estrategia Nacional Envejecimiento Saludable basada en el Curso de Vida. 2021-2030.





Expone la señora Flor Murillo Rodríguez, del Ministerio de Salud, que se encuentran en proceso de ampliar la Estrategia Nacional de Envejecimiento Saludable del 2021 al 2030.  La nueva estrategia tendrá diez años de vigencia, en concordancia con el Decenio del Envejecimiento Sano y de la Política Nacional de Envejecimiento y Vejez.

El objetivo es trabajar con una metodología participativa, en la que se incluya a los diferentes sectores, para conocer la visión a diez años plazo y considerando también los próximos diez años, tomando en cuenta el enfoque de curso de vida.

El Poder Judicial cuenta con varias acciones realizadas en el tema.  El propósito de hoy es definir una fecha y hora en la que se pueda desarrollar el taller, en el que se exponga la forma de trabajo y la metodología, asimismo, considerar la invitación a otras personas involucradas que también puedan participar.  Refiere que igualmente se están realizando procesos similares en otras instituciones.



SE ACUERDA:  1. Se tienen por hechas las manifestaciones de la señora Flor Murillo Rodríguez, del Ministerio de Salud. 2.  Se define como fecha para realizar este taller el 14 de setiembre a las 2:00 p.m.  3. La Unidad de Acceso a la Justicia realizará la convocatoria.-



ARTÍCULO II

Tema: Se hace del conocimiento de las personas integrantes la invitación a participar en reunión con la Segunda Vicepresidenta de la República, a celebrarse el 19 de agosto, para tratar el tema de la creación de la Política de Envejecimiento y Vejez.



Informa la coordinadora, Magistrada suplente Deyanira Martínez Bolívar, que mantuvo una reunión con la Segunda Vicepresidenta de la República, el Magistrado Jorge Olaso Álvarez y la MSc. Melissa Benavides Víquez, en la que se planteó la necesidad de efectuar otra reunión con el objetivo de hacer propuestas generales sobre acciones en lo que respecta al tema de Acceso de la Justicia en caso de personas adultas mayores. Se pedirá la participación de alguna persona de la Contraloría de Servicios y de la señora Tatiana Chaves.  Realiza cordial invitación a las personas que tengan la posibilidad de participar, considerando la poca antelación con que se efectúa esta convocatoria.



SE ACUERDA: Se tienen por hechas las manifestaciones planteadas por la Coordinadora, Magistrada suplente Deyanira Martínez Bolívar.



ARTÍCULO III

Tema: Seguimiento a los acuerdos del artículo II de la sesión de junio. 



“SE ACUERDA: 1. La Unidad de Acceso a la Justicia realizará las coordinaciones pertinentes, con apoyo de la señora Rebeca Ferrero Villa, para participar en octubre en el programa de radio “OIJ a tu servicio”, como parte de las actividades a incluir en la conmemoración del Día de la Persona Adulta Mayor.  2. La Unidad de Acceso a la Justicia enviará solicitud a las personas integrantes para que en el plazo de dos semanas (con fecha de vencimiento miércoles 30 junio) remitan temas para desarrollar en el programa “OIJ A SU SERVICIO”, con la aclaración de que cada propuesta debe ir anudada a una persona experta encargada que pueda asistir al citado programa en la fecha de octubre que se designe. 3. Una vez se cuente con los temas, la Unidad de Acceso a la Justicia remitirá una votación virtual a las personas integrantes para decidir acerca del tema a tratar. 4. Se retomará el tema de las charlas a centros diurnos y de larga estancia para personas adultas mayores en la próxima sesión, con el fin de que pueda estar presente la señora Karla Sancho Vargas, y analizar si la situación del país permite el desarrollo de esta actividad.-“

Se plantean los siguientes temas como propuestas para el programa:

· Nombramiento del garante y la ley de autonomía.  Este será utilizado en la conmemoración del Día de la Persona Adulta Mayor.

· Protocolo de Atención a Personas Mayores del Ministerio de Seguridad Pública.

· Estafas a personas adultas mayores.

Refiere la señora Rebeca Ferrero Villa que se realizaron las coordinaciones y de parte del Director del Organismo de Investigación Judicial, señor Walter Espinoza, se tuvo anuencia a que se efectuara el programa con el tema definido por la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores.



SE ACUERDA: La Unidad de Acceso a la Justicia coordinará en un plazo de una semana con personas expertas para que propongan un tema para el programa que saldrá al aire en octubre, como parte de la conmemoración del Día de la Persona Adulta Mayor, lo cual se informará a las personas integrantes. 





ARTÍCULO IV

Tema:  Seguimiento al acuerdo del artículo III del acta de junio, referente a la actividad de capacitación para el mes de octubre.



“SE ACUERDA: 1. Acoger la propuesta del señor Gabriel Quirós Calderón de programar la capacitación “Políticas para Garantizar el adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor” para el mes de octubre, como parte de las actividades organizadas por la Subcomisión para la conmemoración del mes de la persona adulta mayor. 2. La Unidad de Acceso a la Justicia se encargará de la parte logística para el desarrollo de esta actividad. 3. Con el fin de cumplir con el objetivo del acuerdo anteriormente establecido, se enviará invitación formal a las personas coordinadoras de despacho y jefaturas de los circuitos judiciales de Alajuela, además de la invitación general a la población judicial, a personas usuarias y de otras instituciones.-”



SE ACUERDA:  La Unidad de Acceso a la Justicia coordinará lo referente a esta actividad y les informará.



ARTÍCULO V

Tema: Proyecto de ley 21713, denominado Ley para garantizar el acceso al derecho de la vivienda a la Persona Adulta Mayor en condición de vulnerabilidad.





Explica la coordinadora, Magistrada suplente Martínez, lo referente a este proyecto de ley, que pretende favorecer a las personas mayores en estado de vulnerabilidad, al otorgar el uso y disfrute de una vivienda de manera gratuita, con respecto a la cual no se ofrece un derecho de propiedad, sino de uso y habitación del inmueble.

Considera que se constituye en un proyecto de relevancia.  Uno de los requisitos establecidos es que la persona sea autovalente, en otros casos se requerirá valoración, por las implicaciones que no cumplir con este requisito conlleva.

La finalidad no es otorgar un derecho de propiedad, porque se intenta evitar que familiares se apropien de este bien, de tal manera que hay diferentes restricciones para su uso.

De acuerdo con lo anterior, el uso de esta vivienda es transitorio, mientras la persona mayor pueda valerse por sí misma, en función de lo cual, cuando se presenten otras condiciones, se definirá el procedimiento a seguir.



SE ACUERDA: Se tienen por hechas las manifestaciones de la Coordinadora de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Mayores, señora Deyanira Martínez Bolívar, con respecto al proyecto de ley 21713.



ARTÍCULO VI

Tema: Valorar acciones respecto al voto de la Sala Constitucional 5062 de 1303/2020, sobre atención preferencial, en cuanto a la misma es personal.





La coordinadora, Magistrada suplente Martínez, propone solicitar al Consejo Superior divulgar que la atención preferencial es para trámites personales.



SE ACUERDA: 1. Se tienen por hechas las manifestaciones de la señora Deyanira Martínez Bolívar. 2. La coordinadora de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Mayores elaborará una propuesta de circular para solicitar considerar al Consejo Superior definir los términos en los que se debe entender la atención preferencial a las personas adultas mayores litigantes.



ARTÍCULO VII

Tema: Avances en la revisión del Protocolo de Atención a las personas Adultas Mayores usuarias del Poder Judicial.



Se realiza una breve referencia de lo trabajado en subgrupos, en relación con el Protocolo para la Atención y el Abordaje de las Personas Adultas Mayores Usuarias de los Servicios del Poder Judicial.



SE ACUERDA:  1. Se tiene por realizada la exposición de los avances de los grupos conformados para trabajar el Protocolo para la Atención y el Abordaje de las Personas Adultas Mayores Usuarias de los Servicios del Poder Judicial.  2.  Se define el lunes 06 de setiembre para la entrega de los aportes. Comuníquese por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.

ARTÍCULO VIII

Tema: Violentómetro enmarcado en la labor institucional en lo que respecta a las personas mayores. 





En la sesión de junio se acordó:



“SE ACUERDA: Se remitirá el material para el análisis de las personas integrantes y se retomará en la sesión de agosto.-”



SE ACUERDA:  Se retomará para revisar este punto en la próxima sesión de la Subcomisión.-



Finaliza la reunión a las dieciséis horas y treinta y dos minutos.
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TEXTO SUSTITUTIVO APROBADO EN LA 


SESIÓN N.° 4 DE 15 DE JULIO DE 2021


 


EXPEDIENTE Nº 21713


 


LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA


DECRETA:


 


LEY PARA GARANTIZAR EL ACCESO AL DERECHO DE LA VIVIENDA LA PERSONA ADULTA MAYOR EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD


 


ARTÍCULO 1- Objeto


La presente ley establece los mecanismos para la implementación de un régimen especial de viviendas comunitarias, subsidiadas mediante un bono de viviendas comunitarias, para el uso y habitación de las personas adultas mayores costarricenses y extranjeros con residencia legal en Costa Rica, autovalentes y en condición de vulnerabilidad.


 


ARTÍCULO 2- Ámbito de aplicación


Esta ley será aplicable a las personas autovalentes mayores de sesenta y cinco años costarricenses o extranjeras con residencia legal en Costa Rica, que se encuentren en condición vulnerabilidad, o en estado de indigencia y con necesidad de vivienda, calificados con base en los instrumentos que el Conapam defina para este efecto.


 


ARTÍCULO 3- Análisis de la condición de vulnerabilidad


La condición de vulnerabilidad será analizada caso por caso por parte de entidad responsable del proyecto de viviendas comunitarias, de conformidad con los instrumentos que el Conapam defina para este efecto, para verificar la ausencia de un lugar adecuado para vivir del potencial beneficiario. Podrá utilizarse la información del SINIRUBE cuando esté disponible para el análisis concreto. 


 


ARTÍCULO 4- Definiciones


Para efectos de la presente ley se aplicarán las siguientes definiciones:


a) Abandono: La falta de acción deliberada o no para atender de manera integral las necesidades de una persona mayor que ponga en peligro su vida o su integridad física, psíquica o moral.


b) Autovalente: capacidad que tiene la persona adulta mayor de valerse por sí misma, lo cual quiere decir que, aunque tenga padecimientos o limitaciones físicas, está en capacidad de cuidarse y atenderse. 


c) Bono de Viviendas Comunitarias: Subsidio de vivienda otorgado por el Banco Hipotecario de la Vivienda (BANHVI), mediante el Fondo de Subsidios para la Vivienda (FOSUVI), a organizaciones de bienestar social así declaradas ante el Instituto Mixto de Ayuda Social, instituciones públicas, que atiendan a personas adultas mayores, con el objetivo de que construyan proyectos de vivienda comunitaria, en los cuales se otorgará un derecho de uso y habitación a las personas beneficiarias.


d) Condición de vulnerabilidad: condición de extrema necesidad de una persona adulta mayor, establecida con base en los instrumentos que el Conapam defina para este efecto.


e) Derecho de uso y habitación: es un derecho real que consiste en la facultad de gozar de una parte limitada de las utilidades y productos de una cosa; referido a una vivienda comunitaria, consiste en la utilidad de morar en ella, el cual quedará definido mediante contrato firmado por ambas partes.


f) Entidad responsable: institución pública u organización de bienestar social; encargada de desarrollar y administrar el proyecto de vivienda comunitaria.


g) Persona usuaria de derecho de uso y habitación: persona adulta mayor en condición de vulnerabilidad y autovalente, que pueda hacer uso del inmueble para su uso y habitación, además que cumple con los requisitos jurídicos aplicables.


h) Viviendas comunitarias: conjunto de viviendas independientes y adaptadas para ser habitadas por personas adultas mayores que puedan ser beneficiarias de la presente ley. Tendrán áreas de uso común y deberán ser construidas de manera que faciliten la autonomía de las personas beneficiarias, estarán ubicadas en áreas que no representen peligro, proporcionen seguridad, comodidad y se adapten a criterios de diseño y organización de espacios que estimulen y faciliten las relaciones grupales y privadas de la población beneficiaria.


 


ARTÍCULO 5- Derecho de uso y habitación


Las viviendas comunitarias serán facilitadas a personas adultas mayores mediante la figura del derecho de uso y habitación, toda vez que haya sido comprobada su condición de autovalencia y vulnerabilidad.


 


ARTÍCULO 6- Extinción del derecho de uso y habitación


El plazo para el derecho de uso y habitación será hasta que se cumpla alguna de las siguientes condiciones: 


a) Que el usuario deje de valerse por sí mismo, según lo acredite la entidad responsable, y requiera otra solución alternativa o deba ser trasladado a un hogar de larga estancia. 


b) Que el usuario incumpla las condiciones normativas o contractuales.


c) Que la persona usuaria fallezca. 


ARTÍCULO 7- Administración de las viviendas comunitarias


Las viviendas comunitarias deberán ser gestionadas y administradas por entidades responsables que atiendan a personas adultas mayores, instituciones públicas u organizaciones que hayan sido declaradas de bienestar social por el Instituto Mixto de Ayuda Social.


 


Los responsables de administrar las viviendas comunitarias tendrán las siguientes obligaciones:


a) Administrar los cupos de ingreso a las viviendas comunitarias, así como realizar las gestiones que corresponda para asegurar el acceso expedito y puntual de las personas adultas mayores, con base en los instrumentos que el Conapam defina reglamentariamente.  


b) Garantizar de forma permanente el respeto a la dignidad, los derechos humanos y la participación protagónica de las personas adultas mayores.  


c) Garantizar que estas viviendas sean ocupadas exclusivamente por personas adultas mayores en condición de vulnerabilidad y que sean autovalentes.  


d) Asegurar a las personas usuarias la permanencia en la vivienda comunitaria, siempre y cuando se mantengan las condiciones y requisitos establecidos en esta ley, de lo contrario se justificará la cancelación del contrato y la suspensión del beneficio de uso y habitación. 


e) Garantizar a las personas adultas mayores usuarias del uso y habitación de las viviendas, que pierdan su condición de autovalencia, la permanencia en la vivienda en compañía de una persona apta para el cuidado, hasta que recupere la condición de autovalencia o en caso contrario hasta que se consiga y haga efectivo el traslado a otra instancia o institución u otra alternativa de solución que le garantice su atención. Lo anterior será regulado en el reglamento respectivo.


f) Brindar mantenimiento a la infraestructura del proyecto, según lo establecido en el artículo 9.


g) En caso que se considere necesario podrá brindar servicios complementarios de atención integral.  


 


ARTÍCULO 8- Aplicación del bono comunitario de vivienda


Se autoriza al BANHVI para que, por medio del FOSUVI y previa autorización expresa y motivada de su Junta Directiva, otorgue a las instituciones públicas, u organizaciones de bienestar social, que atiendan a personas adultas mayores, bonos de vivienda comunitaria.


 


ARTÍCULO 9- Condiciones de la propiedad para calificar al bono


Para recibir el beneficio del bono de vivienda comunitaria, los inmuebles destinados a estos proyectos no podrán soportar embargos, anotaciones, demandas, litigios de cualquier tipo, o gravámenes hipotecarios. Además, los inmuebles deben estar a nombre de la entidad responsable y estarán afectados a las limitaciones establecidas en el artículo 175 de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda.


 


El Registro Inmobiliario de oficio tomará nota de las disposiciones previstas en el presente artículo que requieren publicidad registral y se vinculan con sus competencias, por ello hará las inscripciones que correspondan para dar debida publicidad a terceros y seguridad jurídica a los inmuebles.


 


ARTÍCULO 10- Tramitación del proyecto


Las entidades responsables deberán presentar sus proyectos ante una entidad autorizada del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda para optar por el bono comunitario de vivienda. Deberán cumplir con las especificaciones y requisitos legales y constructivos.  


 


El CONAPAM supervisará que el desarrollo y operación de los proyectos de vivienda comunitaria para personas adultas mayores, a efectos de verificar que se ejecuten conforme lo dispone esta Ley y cumplan con los parámetros reglamentarios que se establezcan. 


 


ARTÍCULO 11- Donaciones


Se autoriza a las instituciones y órganos de la Administración Pública Central y descentralizada, Municipalidades así como a las empresas públicas, a donar bienes muebles e inmuebles de su propiedad a instituciones públicas u organizaciones sin fines de lucro declaradas de bienestar social, con el objeto de construir o mejorar viviendas comunitarias para personas adultas mayores.


 


En caso de que la donación se trate sobre bienes inmuebles sujetos a desafectación legislativa, deberá promulgarse la correspondiente ley.


 


ARTÍCULO 12- Requisitos para ser beneficiario de un bono de vivienda comunitario


La organización interesada en gestionar la administración de un proyecto de viviendas comunitarias debe cumplir con los siguientes requisitos:


a) Ser instituciones públicas, o bien organizaciones declaradas de bienestar social.


b) Estar al día al día con todas las cargas sociales y tributarias.


c) Cumplir los requisitos que establezca el Banhvi. 


d) Contar con los recursos para cubrir los servicios públicos del proyecto.


e) Contar con los recursos económicos, humanos y técnicos para administrar y supervisar el proyecto de vivienda comunitaria de personas adultas mayores beneficiarias.


 


ARTÍCULO-13 Reforma del artículo 59 de la Ley N° 7052, Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda y Creación del Banco Hipotecario de la Vivienda (Banhvi)


Se reforma el artículo 59 de la Ley N.° 7052, Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda y Creación del Banco Hipotecario de la Vivienda (Banhvi), del 13 de noviembre de 1986. El texto es el siguiente:


Artículo 59- Las familias que, entre sus miembros, cuenten con una o más personas con discapacidad total y permanente, y cuyos ingresos sean iguales o inferiores a un salario y medio mínimo de un obrero no especializado de la industria de la construcción y las que no tengan vivienda propia o, teniéndola, requieran repararla o mejorarla, tendrán derecho a recibir un bono familiar y medio, a fin de compensar esta disminución. Para reparaciones o mejoras, tendrán acceso al bono familiar en la forma proporcional que indique el reglamento correspondiente. La Caja Costarricense de Seguro Social será la encargada de dictaminar sobre la discapacidad total y permanente de la persona. El Banco dará prioridad a este tipo de casos.


 


Igual derecho tendrán quienes, por su condición de personas con discapacidad, no puedan realizar labores que les permitan el sustento o no posean núcleo familiar que pueda brindárselos. En este caso, también se aplicarán las regulaciones relativas al salario mínimo, así como al monto y las condiciones del bono establecidas en el párrafo anterior. La calificación de estos beneficiarios le corresponderá a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), respectivamente.  La Caja cobrará por el servicio de valoración y certificación únicamente a aquellas personas que no cuenten con expediente médico en la institución.


 


Previa autorización debidamente motivada de la Junta Directiva, con fundamento en el estudio técnico correspondiente, en cada caso, el Banco Hipotecario de la Vivienda (Banhvi) podrá destinar hasta un cuarenta por ciento (40%) de los ingresos anuales del Fondo de Subsidios para la Vivienda (Fosuvi), para subsidiar, mediante las entidades autorizadas del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, la adquisición, segregación, adjudicación de terrenos, obras de urbanización, mejoras, construcción de viviendas, en caso de proyectos de viviendas comunitarias destinadas a ser usadas por personas adultas mayores, viviendas para adulto mayor solo,  viviendas individuales o colectivos de erradicación de tugurios y asentamientos en precario, localizados en zonas rurales o urbanas, para las familias cuyos ingresos sean iguales o inferiores a un salario mínimo y medio de un obrero no especializado de la industria de la construcción o que hayan sido declarados en estado de emergencia.


 


El Banhvi establecerá las condiciones y los mecanismos para otorgar estos subsidios y deberá permitir, finalmente, la individualización de los subsidios, según lo dispuesto en este capítulo, así como establecer claramente los costos de administración de este tipo de programas por parte de las entidades autorizadas, dada su complejidad, que en ningún caso serán superiores a un cinco por ciento (5%) del monto total del proyecto.


El Banhvi evaluará, anualmente, el destino de los fondos e implementará los mecanismos de control y fiscalización, con un sistema integral de evaluación de riesgos, suficientes y necesarios para garantizar que los recursos destinados a este Fondo sean empleados de acuerdo con los principios de equidad, justicia y transparencia.


 


Además, estará obligado a cumplir la normativa de calidad vigente. El incumplimiento de lo descrito en el párrafo anterior implicará la realización de las gestiones para aplicar las sanciones administrativas y penales que correspondan, tanto a los incumplidores de la presente norma como a los responsables de hacerla cumplir. Además, la Junta Directiva podrá destinar parte de esos recursos a la realización de proyectos de construcción de vivienda, para lograr la participación de interesados debidamente organizados en cooperativas, asociaciones específicas, instituciones públicas u organizaciones de bien social para que construyan viviendas comunitarias destinadas al otorgamiento de derechos de uso y habitación de adultos mayores, asociaciones de desarrollo o asociaciones solidaristas, así como para atender problemas de vivienda ocasionados por situaciones de emergencia o extrema necesidad.


 


TRANSITORIO I- El Banco Hipotecario de la Vivienda y el CONAPAM dictarán las disposiciones reglamentarias para la aplicación de esta ley, en un plazo de seis meses, contado a partir de la publicación de esta ley. 


 


TRANSITORIO II- El SINIRUBE, en coordinación con el Conapam y el BANHVI, en el plazo de seis meses, deberá hacer los ajustes necesarios en el sistema para poder generar listas de beneficiarios, de conformidad con los parámetros establecidos en la presente ley. 


 


 


Rige a partir de su publicación.
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Exp: 20-002762-0007-CO 


Res. Nº 2020005062


SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las nueve horas cuarenta y cinco minutos del trece de marzo de dos mil veinte .


                 Recurso de amparo que se tramita en expediente número 20-002762-0007-CO, interpuesto por [Nombre 001], cédula de identidad [Valor 001], contra el BANCO NACIONAL DE COSTA RICA.


Resultando:


                1.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las 16:50 horas del 11 de febrero del 2020, el recurrente interpone recurso de amparo contra el BANCO NACIONAL DE COSTA RICA, y manifiesta que es una persona adulta mayor y posee una oficina en el centro comercial denominado Desarrollo Comercial del Sureste Decosure, ubicado en Desamparados, dado que se desempeña como abogado y notario. Refiere, que por su actividad constantemente visita el banco recurrido ubicado en ese centro comercial, pues realiza transacciones tanto personales como de sus clientes. Sin embargo, a finales del pasado diciembre la entidad bancaria recurrida cercenó su derecho a realizar dichas operaciones, pues dispuso que las transacciones que no sean de carácter personal, no deben gestionarse en la ventanilla preferencial, siendo que debe realizar la fila como el resto del público, sin considerar el amparado, su condición de salud que le impide estar mucho tiempo de pie y hacer largas filas, pues con frecuencia sufre de mareos y falta de estabilidad. Solicita la intervención de la Sala para que ordene al banco recurrido permitirle utilizar la ventanilla preferencial para transacciones personales o de sus clientes. 


                2.- Informa bajo juramento ATALIA VILLALOBOS ZAPATA, en su condición de Gerente de la oficina del Banco Nacional de Costa Rica ubicada en Desamparados, en el Centro Comercial DECOSURE. Acepta que el recurrente se presenta regularmente a la oficina recurrida a realizar trámites tanto personales como de terceros. Acepta que al recurrente se le comunicó en diciembre pasado que no podía utilizar la fila de atención preferencial para realizar trámites de terceros, motivo por el cual se presentó a su oficina con la señora Laura Fallas Fallas, administradora del Centro Comercial DECOSURE, pues la mayoría de gestiones que realizaba el recurrente eran para dicho Centro Comercial. La suscrita les indicó que mientras realizaba la consulta sobre el caso a la Dirección Jurídica de la institución, se le permitiría al recurrente seguir utilizando la fila preferencial, pero en ocasiones, por la gran cantidad de trámites que se presentaba a realizar el recurrente, era necesario alternar cierta cantidad de trámites con la atención de otros clientes, pues sino el tiempo que requería solo el recurrente, resultaba en esperas excesivas para el resto de usuarios, causando una evidente alteración en el servicio brindado. Formalmente se le entregó al señor [Nombre 001] y a la señora Laura Fallas Fallas, el oficio de fecha 31 de enero del 2020, que se adjunta al presente escrito, mediante el cual se les explicó que el servicio de la fila preferencial surge con la intención de dar un trámite más expedito a las personas que lo requieran por su edad, por embarazo o por presentar alguna discapacidad, para sus trámites personales. Conforme a dicho oficio, fue a partir del 10 de febrero que no se le permitió al recurrente seguir realizando trámites de terceros. Es importante aclarar, que la fila preferencial tiene el objetivo de agilizar y facilitar la realización de trámites personales a adultos mayores, mujeres embarazadas y personas con discapacidad. Sin embargo, ha sucedido en distintas oficinas del Banco, que empresas o familiares aprovechan para que una persona adulta mayor realice todos sus trámites en la fila preferencial, lo cual ocasiona un atraso en el servicio para la atención de otras personas que sí se presentan a realizar gestiones personales. Es decir, se desvirtúa la razón de la fila preferencial y termina siendo como cualquier otra caja en la que se atiende público en general. Por ese motivo, el Banco ha dispuesto que los trámites deben ser personales, para que no se afecte la atención de todas las personas que utilizan el servicio. Al recurrente se la ha indicado que puede seguir utilizando la fila preferencial para sus trámites personales, de ninguna manera se le está prohibiendo el uso del servicio en su totalidad. El Banco no pretende perjudicar al recurrente, ni violar sus derechos, sino que con esta disposición se busca proteger los derechos de los demás usuarios, que terminan siendo los perjudicados si se abusa de la fila preferencial. En este caso, debemos delimitar cuando el goce de un derecho se convierte en un abuso y cuando ese abuso afecta el derecho de terceros, pues si la fila preferencial se utiliza irrestrictamente termina desvirtuándose el servicio. El Banco le garantiza al recurrente la atención preferencial para sus trámites personales, por lo que no puede alegarse una violación a sus derechos fundamentales, la institución únicamente está velando por los derechos de las demás personas que requieren utilizar ese servicio y que son perjudicadas por el abuso de personas que pretenden realizar gestiones de terceros. Solicita que se desestime el recurso planteado.


                3.- Informa bajo juramento Emiliana Rivera Meza, mayor, en su condición de Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (CONAPAM), que en el presente caso, la discusión debe centrarse en determinar cuál es el alcance del derecho a la “atención preferencial” de la persona adulta mayor, según la normativa establecida al efecto y, a falta de precisión, el criterio técnico que el órgano rector en materia de vejez y envejecimiento, ha mantenido a través del tiempo. Con la promulgación de la Ley No. 7935, Ley Integral para la Persona Adulta Mayor de 25 de octubre de 1999 y sus reformas, en su título III denominado “Deberes de la Sociedad”, Capítulo I, Normas Generales, se establece un deber (aunque se deja sujeto a un acuerdo) para que toda institución pública o privada, brinde atención preferencial a las personas adultas mayores. Este artículo reza:


“ARTÍCULO 13.- Atención preferencial


Toda institución pública o privada que así lo acuerde que brinde servicios al público deberá mantener una infraestructura adecuada, asientos preferenciales y otras comodidades para el uso de las personas adultas mayores que los requieran; además, deberá ofrecerles los recursos humanos necesarios para que se realicen procedimientos alternativos en los trámites administrativos, cuando tengan alguna discapacidad.


En el transporte público, el Estado deberá exigir la existencia de asientos preferenciales debidamente señalados para las personas adultas mayores, así como la eliminación de barreras arquitectónicas”.


Según se observa, de esta norma surgen varios aspectos que llaman la atención, a saber:


1. Se utiliza un término genérico para referirse a “toda institución pública o privada”, con lo cual en principio se tendría a todo el aparato estatal y al sector privado cubierto.


2. El deber de brindar atención preferencial, queda sujeto a un acuerdo, puesto que el artículo indica “ Toda institución pública o privada que así lo acuerde…”.


3. La “atención preferencial” que señala el artículo consiste en “ mantener una infraestructura adecuada, asientos preferenciales y otras comodidades para el uso de las personas adultas mayores que los requieran…”. Además, “… ofrecerles los recursos humanos necesarios para que se realicen procedimientos alternativos en los trámites administrativos, cuando tengan alguna discapacidad”.


4. La norma sí impone de manera obligatoria deberes en materia de transporte público, puesto que el Estado debe exigir “la existencia de asientos preferenciales, debidamente señalados para las personas adultas mayores, así como la eliminación de barreras arquitectónicas”.


En el año 2002, se promulga el Decreto Ejecutivo No. 30438-MP del 19 de abril de ese año, el cual reglamenta la Ley No. 7935, antes citada. Este decreto en su artículo 11, refiriéndose a la “atención preferencial” dispone:


“Artículo 11.- Sobre la atención preferencial : Las personas adultas mayores serán sujetos de trato preferencial, para lo cual se establece que:


a) Toda institución pública o privada deberá, a la brevedad posible, hacer las adecuaciones de infraestructura necesarias que permitan la atención y condiciones que demandan las personas adultas mayores.


b) Las instituciones implementarán las facilidades necesarias para la realización de trámites administrativos de las personas adultas mayores.


c) El MOPT velará para que los servicios de transporte público garanticen asientos preferenciales debidamente señalados y la eliminación gradual de toda barrera arquitectónica que presente el servicio”.


Sin entrar a analizar un posible conflicto entre la norma reglamentaria y la norma legal, puesto que podría existir un exceso de la potestad reglamentaria, este artículo establece como obligatoria la atención preferencial y claramente dispone que las personas adultas mayores serán sujetas de esa atención preferencial. Esto, sin que exista un acuerdo de por medio. Además, la norma obliga a realizar adecuaciones de infraestructura, implementar facilidades necesarias para la realización de trámites administrativos y establece que corresponde al Ministerio de Obras Públicas y Transportes velar por el cumplimiento de las obligaciones dichas en materia de transporte público.


Esto, como parte de los deberes de la sociedad y el Estado, para con este sector de la población de 65 años o más.


A nivel internacional, el trato preferencial se ha establecido como un derecho humano de la persona adulta mayor y no simplemente como una obligación o deber de la sociedad y del Estado. Así, la Carta de San José sobre los Derechos de las Personas Adultas Mayores de Latinoamérica y el Caribe, adoptada en la tercera Conferencia regional intergubernamental sobre envejecimiento en América Latina y el Caribe, celebrada en San José de Costa Rica, del 8 al 11 de mayo de 2012, la que aunque constituye un instrumento de derecho blando (soft law), en su cláusula 6 incisos a) y c) dispone:


“6. Reforzaremos las acciones dirigidas a incrementar la protección de los derechos humanos en el ámbito nacional y nos comprometemos a:


a. Adoptar medidas adecuadas, legislativas, administrativas y de otra índole, que garanticen a las personas mayores un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos y prohíban todos los tipos de discriminación en su contra, (…)


c. Brindar atención prioritaria y trato preferencial a las personas mayores en la tramitación, resolución y ejecución de las decisiones en los procesos administrativos y judiciales, así como en los servicios, beneficios y prestaciones que brinda el Estado, (…)”


Con esta disposición, a nivel de derechos humanos, desde el año 2012, el país se compromete a tomar medidas para garantizar un trato prioritario, diferenciado y preferencial, en diversas instancias, niveles y materias, incluyendo el de la prestación de servicios, a efectos de garantizar ese derecho humano específico para las personas adultas mayores.


En sintonía con la Carta de San José, la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, ratificada mediante la Ley No. 9394 del 8 de setiembre de 2016 y el Decreto Ejecutivo No. 39973 del 12 de octubre de 2016, en su artículo 3, inciso k), establece como un principio general aplicable a la convención “El buen trato y la atención preferencial ” para las personas adultas mayores.


De manera que, desde la perspectiva de la Convención, el trato diferenciado y preferencial se estatuye como una garantía para la persona adulta mayor, en el ejercicio de sus derechos humanos.


Más de las normas analizadas, se observa como de manera expresa no se ordena la existencia de procesos de atención preferencial (ventanillas o filas preferenciales), más esta se ha tenido como una buena práctica, derivada precisamente de ese derecho humano y deber del Estado y la sociedad de brindar buen trato y atención prioritaria y preferencial a la persona adulta mayor.


Ahora bien, ante la falta de regulación expresa, el CONAPAM ha sido del criterio técnico de que la atención en las denominadas “ventanillas o filas preferenciales”, debe ser brindada cuando la persona adulta mayor realiza sus propios trámites.


Pretender lo contrario, desvirtuaría el reconocimiento de este derecho y hasta la finalidad de esta buena práctica, la cual ha sido creada para favorecer a la persona privilegiándola con un trato prioritario y diferenciado, por su condición etaria.


En igual sentido, una pretensión en ese sentido, podría contravenir parámetros de razonabilidad, al propiciar el uso abusivo de este derecho o generar situaciones absurdas o injustas, como, por ejemplo, cuando la persona adulta mayor realiza los trámites de terceras personas, incluso los de un negocio comercial o un despacho profesional, en detrimento de otras personas en la misma fila y en espera de ser atendidas.


Pero, además, pretender que la “ventanilla o fila preferencial” sea usada por las personas adultas mayores para trámites de terceros, podría propiciar que se deriven situaciones de abuso y maltrato, tan comunes en nuestra sociedad, como, por ejemplo, cuando las personas adultas mayores son utilizadas por sus propias familiares o terceros, para que les realicen sus diligencias (pago de recibos, retiro de medicamentos, depósitos bancarios, etc.), convirtiendo a la persona en una especie de mandadero, sin ningún tipo de paga o reconocimiento, generándose círculos de violencia y explotación.


Incluso, si se considerara que lo que ocurre en el campo fáctico con la restricción de la buena práctica en comentario, es un acto limitativo de derechos, se considera que, tras someter esta limitación al estudio de razonabilidad constitucional, se cumple con la triple condición, es decir, resulta necesaria, idónea y proporcional, en los términos que la abundante jurisprudencia constitucional, sobre el tema lo ha desarrollado. Todo precisamente para evitar situaciones de abuso, absurdas o injustas.


4.- En los procedimientos seguidos se ha observado las prescripciones legales.


                 Redacta el Magistrado Salazar Alvarado; y,


  Considerando:


                I.- Objeto del recurso. El recurrente manifiesta que es una persona adulta mayor y posee una oficina en el centro comercial denominado Desarrollo Comercial del Sureste Decosure, ubicado en Desamparados, donde se desempeña como abogado y notario. Por su actividad, constantemente visita el banco recurrido ubicado en ese centro comercial, pues realiza transacciones tanto personales como de sus clientes. Sin embargo, asegura que, a finales del pasado diciembre, la entidad bancaria recurrida cercenó su derecho a realizar dichas operaciones, pues dispuso que las transacciones que no sean de carácter personal, no deben gestionarse en la ventanilla preferencial, siendo que debe realizar la fila como el resto del público, sin considerar su condición de salud, que le impide estar mucho tiempo de pie y hacer largas filas, pues con frecuencia sufre de mareos y falta de estabilidad. Solicita la intervención de la Sala para que ordene al banco recurrido permitirle utilizar la ventanilla preferencial para transacciones personales o de sus clientes.


II.- Hechos probados. De importancia para la decisión de este asunto, se estiman como debidamente demostrados los siguientes hechos, sea porque así han sido acreditados o bien porque el recurrido haya omitido referirse a ellos según lo prevenido en el auto inicial:


a. El recurrente es adulto mayor, nacido el 20 de mayo de 1947 (Consulta al Tribunal Supremo de Elecciones).


b. El promovente realiza transacciones tanto personales como de sus clientes, en la agencia del Banco Nacional de Costa Rica ubicada en Desamparados, en el Centro Comercial DECOSURE (hecho no controvertido).


c. Mediante oficio de fecha 31 de enero del 2020, suscrito por Atalia Villalobos Zapata, en su condición de Gerente de la Agencia del BNCR Decosure, se les explicó al tutelado que el servicio de la fila preferencial surge con la intención de dar un trámite más expedito a las personas que lo requieran por su edad, por embarazo o por presentar alguna discapacidad, para sus trámites personales. Conforme a dicho oficio, a partir del 10 de febrero no se le permitió al recurrente seguir realizando trámites de terceros (ver informes y prueba adjunta).


                III.- Sobre las personas adultas mayores. Ha considerado la Sala, a través de numerosas decisiones, que la vida de las personas adultas mayores no tiene porqué ser pasiva o carente de participación en distintos ámbitos de la sociedad. Más aún, debe ser una preocupación general que el conjunto de cambios individuales asociados al envejecimiento no impliquen una pérdida de oportunidades y mucho menos de derechos. De esta forma, a partir de julio de 1997 se inició el programa Ciudadano de Oro, con el objetivo de crear una cultura de dignificación y respeto de las personas adultas mayores y en virtud de ello se implementó la atención preferencial y la proyección comunitaria mediante la emisión de políticas para brindar un trato preferencial de atención a la población adulta mayor. Posteriormente, mediante el Decreto Ejecutivo N° 26991-SMTSS del 27 de abril de 1998, se ordenó que esta atención privilegiada se ofreciera en todas las entidades públicas, siendo que este beneficio se consolidó con la aprobación de la citada Ley N° 7935 “Ley Integral para la Persona Adulta Mayor ”, del 15 de noviembre de 1999, para lo cual se dispuso con respecto al tema bajo análisis:


 “ARTÍCULO 13.- Atención preferencial


 Toda institución pública o privada que así lo acuerde que brinde servicios al público deberá mantener una infraestructura adecuada, asientos preferenciales y otras comodidades para el uso de las personas adultas mayores que los requieran; además, deberá ofrecerles los recursos humanos necesarios para que se realicen procedimientos alternativos en los trámites administrativos, cuando tengan alguna discapacidad…”. 


 La Ley Integral para la Persona Adulta Mayor tiene por objetivo fundamental que se logren las condiciones necesarias para que los adultos mayores, así como cualquier persona con discapacidad, alcancen su plena participación social. Precisamente, por su fundamento, es que el disfrute de iguales oportunidades de acceso y participación en idénticas circunstancias deja de ser para los adultos mayores una simple aspiración y se convierte en un derecho fundamental. Para garantizar el ejercicio de sus derechos y deberes, la ley antes citada, impone a las Administraciones Públicas y a los sujetos de derecho privado que brindan un servicio público, proveer tanto a los adultos mayores, como a los discapacitados, los servicios de apoyo, las ayudas técnicas requeridas y la supresión de todo género de barrera. Dentro de este orden de ideas, el incumplimiento del interés público que la ley consagra, implica una violación flagrante de los derechos fundamentales de ese grupo social (Sentencia N° 2010-001493 de las 18:13 horas del 26 de enero del 2010). 


   IV.- Sobre el fondo. En cuanto al argumento planteado en el presente recurso de amparo, en el sentido de no permitir que el recurrente utilice la ventanilla preferencial de la Sucursal del Banco Nacional de Costa Rica en el Centro Comercial DECOSURE, para realizar transacciones de terceros, es de mérito indicar que, con anterioridad, esta Sala se ha pronunciado sobre este tema, y ha considerado que no contraviene el derecho a la igualdad de las personas con derecho a tratos preferenciales, restringir ese uso a transacciones eminentemente personales. Al respecto, en la Sentencia N° 2010-15450 de las 12:17 horas del 17 de setiembre del 2010, se indicó lo siguiente:


 “… IV.- Ahora bien, puede vincularse con la jurisprudencia y normativa anteriormente citados el derecho de las personas con discapacidad a recibir un trato preferencial, en los diferentes servicios de atención abiertos al público y que implican disponer un determinado orden de atención de los usuarios, tal y como se hace también con las mujeres embarazadas y los adultos mayores, en consideración a un eventual estado de vulnerabilidad física mayor, que el común de los usuarios. No obstante cabría preguntarse, frente a un ejemplo concreto, como el que suscita este caso, si ese trato diferenciado –preferencial– es irrestricto. Considera la Sala que si, ante casos particulares, se determina que, la forma en que la persona con discapacidad emplea su derecho de atención preferencial, trastorna la atención general del público que requiere del servicio, es válido que el encargado de su organización implemente restricciones razonables a tal atención. En el presente asunto, la determinación que se adoptó fue la de atenderle preferentemente para sus gestiones personales y bajo el orden de atención regular en cuanto a trámites de terceros. No se observa que con ello se cause discriminación al actor o que se le coloque en posición desventajosa frente al resto de los usuarios de la sucursal, sino que, simplemente, deberá atenerse al orden común de atención…”. (criterio reiterado, entre otras, en la Sentencia N° 2014-03913 de las 14:50 horas del 19 de marzo del 2014, y en la Sentencia N° 2019-019141 de las 9:20 horas del 4 de octubre del 2019). 


                En el caso que nos ocupa, de igual forma, la Sala no encuentra que la autoridad recurrida haya lesionado ningún derecho fundamental al recurrente. Lo anterior por cuanto, si bien es una persona adulta mayor, la cual tiene derecho a utilizar la "ventanilla preferencial", lo cierto es que se presenta en dicha ventanilla a realizar una serie de trámites que corresponde a terceros (clientes), y por la gran cantidad de trámites que se presentaba a realizar, el tiempo que requería su atención, resultaba en esperas excesivas para el resto de usuarios (incluso otros adultos mayores) causando una evidente alteración en el servicio brindado. Por lo anterior, con dicha actuación está desvirtuado la finalidad de la normativa supra citada, y es contraria al espíritu del legislador, en razón de que lo que se pretende con esta ley, es otorgarle una serie de ventajas y comodidades para que el adulto mayor pueda hacer sus trámites, pero en este caso, no sería razonable la utilización de la ventanilla en cuestión para trámites de terceros, aunque sean sus clientes. Incluso, ello podría conllevar un detrimento general del accionar de la entidad bancaria en perjuicio de los demás adultos mayores que también tienen derecho a un trato preferencial. Motivo por el cual, no se considera discriminatorio permitir el uso de la ventanilla preferencial solo para asuntos del propio interesado. Lo anterior es congruente con lo señalado por la Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (CONAPAM), a quien se le otorgó audiencia con ocasión del presente amparo, quien indica que ese órgano ha sido del criterio técnico de que la atención en las denominadas “ventanillas o filas preferenciales”, debe ser brindada cuando la persona adulta mayor realiza sus propios trámites. La funcionaria agrega que pretender lo contrario, desvirtuaría el reconocimiento de este derecho y hasta la finalidad de esta buena práctica, la cual ha sido creada para favorecer a la persona privilegiándola con un trato prioritario y diferenciado, por su condición etaria. En igual sentido, una pretensión en ese sentido, podría contravenir parámetros de razonabilidad, al propiciar el uso abusivo de este derecho o generar situaciones absurdas o injustas, como, por ejemplo, cuando la persona adulta mayor realiza los trámites de terceras personas, incluso los de un negocio comercial o un despacho profesional, en detrimento de otras personas en la misma fila y en espera de ser atendidas. Asimismo, podría propiciar que se deriven situaciones de abuso y maltrato, tan comunes en nuestra sociedad.


V.- Conclusión. En consecuencia, en virtud de lo expuesto en los párrafos anteriores y por los hechos acusados, la Sala no constata ninguna discriminación en contra del recurrente, ni violación alguna a sus demás derechos fundamentales. En virtud de ello, lo procedente es ordenar la desestimación del recurso, como en efecto se dispone.


                VI.- DOCUMENTACIÓN APORTADA AL EXPEDIENTE . Se previene a las partes que de haber aportado algún documento en papel, así como objetos o pruebas contenidas en algún dispositivo adicional de carácter electrónico, informático, magnético, óptico, telemático o producido por nuevas tecnologías, estos deberán ser retirados del despacho en un plazo máximo de 30 días hábiles contados a partir de la notificación de esta sentencia. De lo contrario, será destruido todo aquel material que no sea retirado dentro de este plazo, según lo dispuesto en el "Reglamento sobre Expediente Electrónico ante el Poder Judicial", aprobado por la Corte Plena en sesión N° 27-11 del 22 de agosto del 2011, artículo XXVI y publicado en el Boletín Judicial número 19 del 26 de enero del 2012, así como en el acuerdo aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 43-12 celebrada el 3 de mayo del 2012, artículo LXXXI.


Por tanto:


                Se declara sin lugar el recurso.
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RE Violent�metro.msg

RE: Violentómetro


			From


			Melissa Benavides Víquez


			To


			Nora Lía Mora Lizano


			Recipients


			nmoral@Poder-Judicial.go.cr





Elaborar uno nuestro. Esa es la propuesta, un material para distribuir en los despachos. La imagen es la base y le pedimos a artes gráficas hacer uno para la subcomisión. 







 







 







De: Nora Lía Mora Lizano <nmoral@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 15 de junio de 2021 14:42
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Violentómetro







 







Muy bonito, pero ¿querés copiarlo o que elaboremos uno nuestro?  Como mañana es la reunión de PAM puedo proponerlo.







 















 







De: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 15 de junio de 2021 14:40
Para: Nora Lía Mora Lizano <nmoral@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Violentómetro







 







Hola Nora, sugiero incluir la elaboración un violentómetro para violencia contra PAM, podemos pedir colaboración a artes gráficas. Este es un ejemplo. Recuerde ocupamos imprimir. 







 







De: Stef Ceciliano <stef.ceciliano@outlook.com> 
Enviado el: martes, 15 de junio de 2021 10:18
Para: Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Violentómetro
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Violentometro

de la persona adulta mayor

URGENTE
Busque ayuda,
su vida estd
en riesgo

* Recibe amenazas de sacarle de su casa, abandono o muerte.

* Le amarran a una silla o cama.

* Es victima de cualquier forma agresion fisica
(pellizcos, golpes, jalones).

* Recibe manoseos o caricias indeseadas.

* Le quitan sus bienes.

* Le encierran o aislan.

* En una situacion de cuido: bafian o exponen su cuerpo frente
a otras personas, hay mala administracién de la medicacién,
higiene, alimentacion e indicaciones médicas.

ATENCION
Es momento

de actuar * Recibe humillaciones en publico o privado.

* Controlan su pension u otras pertenencias.

* Le engafian para firmar documentos.

* Le manipulan para que ingrese a un hogar de larga estancia.
* Toman decisiones por usted.

* Limitan sus salidas.

* Le prohiben amistades y parejas.

* Su familia se desentiende de usted.

* Le excluyen de actividades familiares.

REACCIONE
La violencia

* Recibe constantes preguntas acerca de su testamento u otros.
aumentard

* Le hacen falsas promesas a cambio de sus bienes.
* Le obligan a cuidar nietos y nietas.
lesponden por usted ante consultas en citas médicas u otros.
» Cuestionan su capacidad para tomar decisiones.

tratan de manera infantil.

ridiculizan u ofenden.

ignoran (ley del hielo).

ulpabilizan.

cen bromas hirientes u ofensivas.

La agresion puede estar presente,
jAprenda a detectarla!
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Decenio del envejecimiento saludable




















Eje estratégico 1. Compromiso multisectorial








Eje estratégico 2: Entornos saludables e inclusivos








Eje estratégico 3: Atención integral en salud y en el ámbito social








Eje estratégico 4: Servicios de atención integral a largo plazo








Eje estratégico 5: Investigación, desarrollo tecnológico y comunicación








Eje estratégico 1. Compromiso multisectorial


Objetivo General: Promover la inclusión de acciones estratégicas sobre el envejecimiento saludable en las intervenciones que se desarrollan en la institucionalidad, desde una perspectiva de curso de vida y acorde con los compromisos nacionales e internacionales adquiridos.




















Eje estratégico 2: Entornos saludables e inclusivos 





Objetivo General: Fomentar entornos saludables que contribuyan al envejecimiento saludable de las personas, maximizando su capacidad intrínseca y funcional en todas las etapas de la vida.




















Eje estratégico 3: Atención integral en salud y en el ámbito social



Objetivo General: Armonizar los sistemas de salud para responder a las necesidades de las personas mayores y garantizar intervenciones clave para toda la población, desde un enfoque de curso de vida.




















Eje estratégico 4: Servicios de atención integral a largo plazo


Objetivo General: Gestionar los sistemas de prestación de atención a largo plazo sostenibles, equitativos y basados en las necesidades de las personas mayores.




















Eje estratégico 5: Investigación, desarrollo tecnológico y comunicación


Objetivo General: Apoyar la investigación, el desarrollo tecnológico y la comunicación que potencie el envejecimiento saludable para que las instituciones implementen intervenciones basadas en evidencia y contribuya a la toma de decisiones. 
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Ámbito 1 Ámbito 2 Ámbito 3 Ámbito 4 



Cambiar la forma de 



pensar, sentir y actuar 



con respecto a la edad y 



el envejecimiento. 



Desarrollar las 



comunidades fomentando 



las capacidades de las 



personas mayores. 



Prestar servicios de 



atención integrada y 



atención primaria de salud 



centrados en la persona, 



que respondan a las 



necesidades de las 



personas mayores. 



 



Proporcionar acceso a 



la asistencia a largo 



plazo a las personas 



mayores que lo 



necesiten. 
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Objetivo Específico   Acción Estratégica   Actividades  



● Promover la incorporación de políticas 



institucionales dirigidas a la protección 



y el respeto de los derechos humanos 



a lo largo del curso de vida.   



 



Derechos de las personas con enfoque de 



Curso de Vida (Incluye Normalización y 



Regulación para un envejeci miento 



saludable).  



Desarrollo de iniciativas que promuevan la 



convivencia y el diálogo intergeneracional 



para la construcción de sociedades inclusivas 



que busquen el desarrollo sostenible a lo largo 



del curso de vida.  



● Promover la participación activa y  la 



toma de decisiones de las personas 



mayores en actividades a lo largo del 



curso de vida desde distintas esferas 



sociales , deportivas, culturales y 



cívicas, impulsando el 



empoderamiento 



Participación social a lo largo del curso de 



vida  



 



● Fomentar la articulación e 



incorporación de acciones que 



favorezcan el envejecimiento 



saludable, en la planificación 



estratégica de instituciones públicas y 



privadas, según sus competencias.   



Alianzas Estratégicas para el Envejecimiento 



Saludable.  



 



● Promover la comprensión del 



envejecimiento y la salud como parte 



de la cultura del cuidado individual y 



colectivo desde el curso de vida  



Enfoque de curso de vida en todas las 



políticas. 
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Objetivo Específico   Acción Estratégica  



Implementar iniciativas que promuevan el empoderamiento del autocuidado 



de la salud, enfatizando en aquellos periodos de vida más cr íticos y sensibles.  



 



Promover la adopción de acciones de autocuidado a través del curso de vida 



para contribuir a la autonomía de las personas mayores.  



 



Autocuidado y participación ciudadana intergeneracional.   



 



 



 



 



 



 



 



Habilitar entornos (sociales, culturales, deportivos y recreativos) que 



contemplen  el abordaje integral de los determinantes sociales de la salud de 



forma accesible y equitativa para que las personas puedan desarrollarse de 



acuerdo con sus necesidades y las demandas del ent orno en el que se 



encuentran. 



 



Promoción de la salud física, mental y adaptación de entornos accesibles y 



equitativos (sociales, culturales, deportivos y recreativos)  



 



Propiciar la participación de las diversas instancias involucradas para el 



fomento de la autonomía en las personas y la adaptación del entorno para 



que sea inclusivo a la capacidad funcional de las personas.  



 



Generación de capacidades para un envejecimiento saludable  



 



 



 



 



Promover el diseño y la adaptación de  espacios inclusivos, seguros y 



asequibles  que permitan recibir servicios en igualdad de condiciones.  



 



Establecimientos con diseño universal.  
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Objetivo Específico   Acción Estratégica  



Reorientar los servicios de salud públicos y  privados y los programas 



sociales a las necesidades de las personas a lo largo del curso de 



vida. 



 



Promover modelos de atención oportunos, adecuados, pertinentes de 



acuerdo a las necesidades de las personas mayores, brindando la 



prestación oportuna de los  servicios necesarios de manera continua, 



aún en situaciones de emergencia.  



 



Servicios de salud en el ámbito social accesibles, equitativos y 



resilientes. 



 



 



 



 



 



 



Orientar la organización de los servicios de salud públicos y  privados 



para fortalecer la capacidad funcional y capacidad intrínseca de las 



personas a lo largo del curso de vida.  



 



 



Desarrollar la capacidad funcional e intrínseca   



Garantizar a las personas  mayores la atención en salud integral e 



integrada para mantener su autonomía y bienestar.  



 



Atención integral e integrada en los servicios de salud públicos y 



privados.  



Promover que el personal de salud formado y capacitado para la 



atención de las personas mayores esté disponible y equitativamente 



distribuido de acuerdo con las necesidades.  



Formación especializada en los servicios de salud   
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Objetivo Específico   Acción Estratégica  



Contribuir al sistema de atención a largo plazo sostenible y equitativo 



para la atención de las personas mayores quienes lo requieran.  



 



 



Servicios de atención integral a largo plazo  



 



Promover la salud mental y la atención psicosocial en las iniciativas 



comunales y en los servicios de salud, priorizando la salud de los 



cuidadores.  



Salud mental y atención psicosocial para un envejecimiento saludable.   



 



 






image10.emf


Objetivo Específico   Acción Estratégica  



Fomentar la investigación sobre necesidades de la población mayor, y 



sobre los determinantes del envejecimiento saludable, incluyendo la 



perspectiva de equidad social e igualdad de género.   



 



Fortalecer las capacidades nacionales para formular intervencione s 



basadas en evidencia sobre el envejecimiento y la salud.  



 



Investigación enmarcada en el curso de vida y el envejecimiento 



saludable.  



Acordar medios para la descripción, medición, análisis y seguimiento al 



envejecimiento y la salud que permitan la  toma de decisiones. 



Evaluación y seguimiento para la toma de decisiones   



 



 



Diseñar servicios tecnológicos que faciliten la autonomía y el 



autocuidado a lo largo del curso de vida, prestando una atención 



especial a las necesidades de las personas adultas m ayores.  



 



Innovación y desarrollo tecnológico para potenciar la capacidad 



funcional e intrínseca.  



Facilitar a las personas mayores el acceso a la información que les 



permita la toma de decisiones libre e informadas, en relación con 



servicios o recursos comunitarios. 



Información y comunicación para el envejecimiento saludable.  
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